Carátula 


(Ingresan a Sala por la Universidad de la República y la Universidad de Montevideo, el 
profesor Grado 5, doctor Miguel Langón y el doctor Gonzalo Aires y por la Universidad Católica del 
Uruguay, el profesor doctor Mario Spangenberg Bolivar.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar el siguiente punto del Orden del Día, que es 
el proyecto de ley sobre accidentes laborales, que figura en la Carpeta N* 1387/ 2013, y trata acerca de 
la responsabilidad penal del empleador cuando incumpliere con las normas de seguridad en el trabajo. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el gusto de recibir por la 
Universidad de la República y por la Universidad de Montevideo, al doctor Miguel Langón y al doctor 
Gonzalo Aires y por la Universidad Católica del Uruguay, al doctor Mario Spangenberg Bolívar. 


Recuerdo que enviamos la última versión taquigráfica de la sesión, porque en el seno de la 
Comisión surgieron algunas interrogantes, especialmente relacionadas con el artículo 1% del proyecto 
de ley que define el tema de delitos y de reglamentación. 


SEÑOR LANGÓN.- Con el doctor Spangenberg no tuvimos el gusto de coordinar, pero informo a la 
Comisión que tengo otro compromiso ya agendado, razón por la cual pediría hacer uso de la palabra 
en primer lugar. Con el doctor Aires, con quien compartimos Cátedra en la Universidad de Montevideo, 
habíamos dispuesto un método de trabajo por el cual en lo personal me referiría fundamentalmente al 
proyecto de ley ya aprobado en la Cámara de Representantes y él haría una exposición sobre otros 
proyectos alternativos. 


Teniendo en cuenta que me tengo que retirar, quizás sería conveniente, en caso de que los 
señores Senadores quisieran realizar alguna consulta, que me las hicieran antes de retirarme. 


Pido disculpas a mis compañeros por tener que retirarme, pero podría quedarme hasta la 
hora 16 y 45. 


En primer lugar, entiendo que la disposición es absolutamente innecesaria. El problema de 
los accidentes, de lesiones u homicidios está cubierto por la legislación normal con los homicidios y 
lesiones culposas, es decir, por actitudes imprudentes. Los delitos culposos son tipos necesariamente 
abiertos, solamente el resultado moviliza lo de la culpa. Con la reforma tan importante que se hizo en 
1995 al agregar el inciso cuarto al artículo 18 del Código Penal, es evidente que el Legislador uruguayo 
quiso desterrar cualquier tipo de responsabilidad objetiva del Código Penal y se plasmó, sobre todo, en 
los delitos agravados por el resultado. Durante mucho tiempo se pensó que si se producía el resultado 
el delito quedaba agravado. Eso no es admitido por la doctrina contemporánea y el inciso cuarto del 
artículo 18 establece que el límite de la responsabilidad subjetiva es la culpa. Si no hay imprudencia no 
hay responsabilidad. Es el mundo del fortuito, del acaso, de la mala suerte y de la desgracia que le 
puede ocurrir a cualquiera. Cuando hay actividades de riesgo, sin imprudencia, alguien se puede morir. 
La vida es riesgosa y la sociedad contemporánea se ha definido como una sociedad de riesgo. Me 
parece que eso hay que tenerlo en cuenta. 


Repito, creo que esta iniciativa es innecesaria. Me parece que va a engrosar lo que se llama 
el Derecho Penal simbólico, que es el que teóricamente da una apariencia de protección, cuando en 
realidad crea más problemas de los que resuelve. No vamos a negarnos a hacer alguna otra 
consideración que pudiera ser de utilidad. Hemos leído con atención, fundamentalmente, las 
declaraciones del señor Ministro y del señor Subsecretario. En la parte sobre estadísticas muestra la 
siniestralidad que existe y los problemas que tenemos. 


Se ha hablado del caso del Hotel Juncal, pero quiero traer un ejemplo más antiguo. Tal vez 
algún señor Senador recuerde el accidente laboral -en mi opinión, el más grave que conozco- 
provocado por un escape de gas amoníaco en la empresa Decano S.A., que estaba ubicada en la 


Rambla Baltasar Brum. Fue en la década del 70 en pleno proceso militar. Había intereses de los que 
siempre se manejan como la industrialización y el progreso. De hecho es un país que tiene costa, de 
tradición marinera -española e italiana- y, sin embargo, estamos de espaldas al mar. Se trataba de una 
filetera en la que se trabajaba en tres turnos durante las 24 horas del día. Después hubo problemas, no 
vamos a dar el detalle de la situación. Había máscaras antigás, pero estaban en otra parte, la puerta 
era giratoria y parece que en esa época no había mecanismos técnicos para determinar el gas de 
amoníaco. Se detectaba simplemente por ardor de ojo y olfato. Cuando las obreras lo detectaban 
salían del lugar y abrían las ventanas, que además no eran muy grandes, sino que eran unos 
ventanucos que estaban arriba. Era una fábrica brasilera y decía que la maquinaria era armada en 
origen, porque el aparato de frío era como un escritorio enorme, estaba en el medio de la fábrica y se 
fileteaba rápido. Estaba ahí en lugar de estar afuera y no requería mantenimiento, lo que era insólito. 
Esto había pasado por la Dirección Nacional de Bomberos y por la Intendencia, y era la misma planta 
tipo que se estaba haciendo en Perú, Ecuador y otros lugares, por el tema de los costos, la economía y 
demás. La cuestión es que un día determinado hubo algunos escapes más notorios que otros días - 
porque era algo relativamente habitual- y salieron al exterior hasta que en determinado momento el 
Capataz dio la orden de entrar, pero las obreras se fastidiaron y no quisieron hacerlo porque 
entendieron que era demasiado. En consecuencia, el Capataz le dijo al Sobrestante: “Anote que a los 
viejos empleados les ponemos tres días de suspensión y a los nuevos los despedimos”. Así fue que las 
mujeres entraron, pero hubo ocho muertes y un número indefinido -que no recuerdo- de personas que 
quedaron con lesiones de por vida en los pulmones debido a esa situación. 


La abogada defensora de la empresa y del funcionario involucrado, que era el Capataz, era 
la doctora Reta, y en aquel momento se plantearon los temas que surgen en estos casos, que no los 
puede resolver la ley penal. En lo que respecta a la imputación, siempre se dice que se corta siempre 
por el lado más fino. ¿Quién respondió por todo aquello? El Capataz, por supuesto. No olvidemos que 
la fábrica era brasileña, la gente del Municipio autorizó, la de Bomberos otorgó un permiso precario, los 
dueños de la empresa estarían en Estados Unidos o en Suiza, y tampoco se sabía dónde estaban los 
Directores, los accionistas, etcétera. ¿Quién fue el responsable? 


Hablamos de prevención, pero prevenir el crimen a través de la creación de delitos es algo 
mítico; tiene una cierta eficacia educativa y demás. En realidad, creo que el señor Ministro dijo también 
que había muy pocos procesamientos. Según se dijo acá, hubo 75 muertos en el año 2012 y 46 hasta 
el 1* de octubre de 2013; esa es la situación. 


Otro aspecto donde me parece que el proyecto de ley tiene ciertas dificultades técnicas es, 
por ejemplo, cuando se dice: “El empleador, o en su caso, quien ejerciendo efectivamente en su 
nombre el poder de dirección de la empresa”. Estas cosas se han discutido en el Senado. ¿Quién es el 
empleador? Algunos se lo han preguntado, por ejemplo, si esto ocurre en el seno de la familia. El 
dueño de casa es un empleador que emplea al jardinero, a la empleada doméstica, etcétera, pero 
también lo es el Estado -y ya lo he dicho-, el Estado empresario, el Estado con actividades comerciales 
o industriales. Cuando se dice: “o en su caso, quien ejerciendo efectivamente en su nombre el poder 
de dirección la empresa”, el poder de dirección es eso y hacia allí apunta la búsqueda, la 
determinación de quién fue el que hizo las cosas. Por eso es que “la montaña parió un ratón” y hubo 
ocho obreras muertas, que sufrieron una muerte horrible, quemadas por dentro con el gas de 
amoníaco, y fue preso un capataz que era tan obrero como ellas y que estaba allí cumpliendo con su 
función de manera habitual. Es una situación que he tratado de reseñar de la forma más expresiva 
posible, sin entrar en muchos detalles como, por ejemplo, que había una puerta giratoria, el arquitecto 
que lo hizo, los ingenieros que lo planificaron, los inversionistas que tienen plantas como esa en todos 
lados, etcétera. ¿Quién es el verdadero empleador? ¿Quién ejerce el poder de dirección? 


El artículo también habla del “poder de dirección en la empresa”, o sea, ¿es un delito de 
empresas o lo puede cometer cualquier persona? Normalmente, los delitos los puede cometer 
cualquier persona. También se manejó con mucho acierto cuál es el verbo nuclear, cuando se afirma: 
“no adoptaren los medios de resguardo y seguridad laboral previstos en la ley y su reglamentación”. 
Esta es una ley penal en blanco de las más grandes. En la clase siempre les digo a los muchachos que 
si delito fuera violar las normas, sería muy fácil dar Derecho Penal, porque bastaría con poner en 
cualquier norma un delito que dijera “El que violare las disposiciones legales del Uruguay será 
castigado con una pena de tres meses a treinta años de penitenciaria”. O hacemos un Estatuto de 
cualquier cosa y al final ponemos un artículo que diga: “El que violare las disposiciones legales de esta 


ley será castigado”. No hay lo que se llama determinación de la conducta criminal; si me preguntan 
cuál es la conducta criminal, debo decir que no lo sé, que no puedo decirlo. Cuando se dice “previstos 
en la ley”, obviamente, no estamos hablando de esta ley sino de todas; son las normas de resguardo y 
seguridad laboral. El intérprete tiene que hacer un esfuerzo tremendo para determinar cuáles son las 
normas de resguardo y seguridad laboral y que, además, estén en la reglamentación. 


Entonces, es un delito de peligro, es una tremenda anticipación del momento ejecutivo y no 
solamente eso sino que, además, está lo otro, es decir, la expresión “que pongan en peligro grave y 
concreto”. ¿Qué significa esa expresión? ¿Quién debe determinar cuál es un peligro grave y concreto? 
Se supone que es el operador de justicia pero, entonces, esto siempre es por facto porque cuando se 
realiza el acto no se sabe si la conducta va a ser definida de esa manera porque no hay resultado. 


Sé la diferencia entre peligro abstracto y peligro concreto y los conceptos que normalmente se 
manejan, pero desde el punto de vista filosófico, en realidad, todos los peligros son abstractos; aquí 
habría que leer a Vaz Ferreira. 


Creo que ya había dicho en otra oportunidad que si en verano, con 40 grados de temperatura, 
después de 20 o 30 días sin llover y en un monte sucio, hago un fuego sin ningún cuidado -no tengo 
arena a mano ni nada- y el incendio no se produce, ello es porque no se podía producir; por alguna 
causa, ya sea la humedad del suelo, la dirección del viento o lo que fuera, eso era imposible. Quiere 
decir que el peligro nunca es concreto. Se dice que es la diferencia entre probabilidad y posibilidad, 
pero en cada momento hay un problema de determinación. ¿Quién va a determinar que se ha puesto 
en peligro a alguien? Estas son normas de inspección, previas a que haya ocurrido algo y se habla de 
no adoptar medidas y de un “peligro grave”. 


Por otra parte, en determinadas industrias se hablaba de proporcionar zapatos poderosos, 
fuertes, pero también puede ser el casco, los balancines o los arneses. ¿Cuándo es que se pone en 
peligro grave a alguien? Porque si no tengo el balancín o el arnés para el individuo que va a pintar o a 
reparar el frente de un edificio de treinta pisos, tampoco hay ningún peligro concreto si ningún obrero 
ha subido ahí; tal vez lo hagan de tarde, dentro de dos horas o al otro día. Pero ¿qué es un peligro 
concreto? ¿Qué es un peligro grave? 


Entonces, esta es una norma de omisión donde no está muy claro cuál es la conducta que 
está mandada o requerida. En concreto, zapatos, guantes, etcétera implican demasiadas conductas, es 
decir que pueden ser muchísimas. 


Hay ejemplos de esto y algunos son desagradables; el que se repite hasta el cansancio es el 
de la Alemania nazi, que pregonaba algo así como: “El que conculcare o violare el sano espíritu del 
pueblo alemán”, etcétera. ¿Qué es “el sano espíritu del pueblo alemán”? No sabemos; esa es una falsa 
determinación del principio de legalidad, se viola ese principio. 


En Argentina, en 1952 -este ejemplo es menos desagradable que el otro-, en el gobierno de 
Perón, en su momento, se estableció como delito “el que deprimiera el espíritu público será castigado 
con tal pena”. Como decía Sebastián Soler, esto es una falsa seguridad de lo que se llama el principio 
de taxatividad de la ley penal. 


¿Qué es “deprimir el espíritu público”? Que la vieja, en la cola, le diga a la vecina “¡Che, qué 
horrible que está esto de la carestía de la vida! ¿Viste lo que cuesta el pan?”. Eso está deprimiendo el 
espíritu público, al igual que alguien que critica a un gobernante y dice: “¡Qué barbaridad cómo 
subieron los impuestos! ¡Con la educación como está, este país no va a ninguna parte!”. 


Aquí se habla de violar disposiciones legales y reglamentarias que afecten la seguridad y de 
que no se adoptaren las medidas necesarias, es decir, que no se aprobaren o que no se tengan en 
cuenta las medidas que establece la ley. 


Entonces, me parece que es una ley penal en blanco y a veces se dice que estas son 
absolutamente necesarias, por ejemplo, en materia ambiental o de contaminación donde es 


imprescindible que la legislación establezca un seguimiento más ágil del tema, pero ese problema va a 
estar allí presente. Sobre todo, creo que las conductas realmente delictivas están cubiertas por los 
tipos culposos, la tradición y los problemas que tenemos. 


Se dice también que en el mundo hay una legislación que se llama Derecho Penal del 
Trabajo. No es esta disposición aislada, es otro tipo de cosa, que requeriría un estudio más detenido. 
También habría que ver si conviene y si está funcionando en otros países porque, que lo tengan, no 
quiere decir que funcione. A su vez, copiar otras normas, como por ejemplo, el delito contra la 
Administración Pública y el uso de información privilegiada, es algo muy lindo, que queda muy bien 
para dar una conferencia, pero no existen casos prácticos, y no los hay porque, o no se comete la 
conducta, o porque se resalta la eficacia de la Ley Penal, como en el supuesto caso de la persona que 
se asustó y no cometió el delito porque este figura en la ley, lo cual es un mito. En realidad no hay 
casos prácticos, porque la ley no se adecua a la realidad. 


Con todas estas dificultades en un delito que tiene una mera pena correccional, esto es 
querer reforzar con normas penales, cuestiones que afectan el principio de mínima intervención del 
Derecho Penal, un Derecho Penal mínimo y constreñido a las conductas que hacen insoportable la 
vida comunitaria, cuando no pueden atacarse con otros proveimientos jurídicos que pueden ser muy 
severos y mucho más eficaces. En el área administrativa, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
la Dirección Nacional del Trabajo y los servicios inspectivos, pueden poner multas, clausuras y se 
puede aceptar esa disposición que anda por allí. En principio, no me parece mal que un delegado 
sindical pueda suspender una obra momentáneamente cuando detecta algún tipo de situación y abrir 
una vía de negociación. No hay que penalizar, el Derecho Penal no soluciona los problemas sociales. 
Esta montaña parió un ratón porque la conducta es muy menor, muy anticipada y no hay ningún 
resultado, se castiga con tres a veinticuatro meses de prisión. No hay que poner penas cortas de 
prisión. Esto es lo que se llama la “criminalización de la bagatela”. Entonces, si son delitos con toda la 
barba y estamos en presencia de delitos de imprudencia, castiguémoslo; de lo contrario, caen en 
actividades administrativas porque la prevención no funciona a través de la amenaza de castigo y por 
medio de la creación de una pena, funciona con una prevención eficaz. Esa es nuestra manera de 
pensar. 


Por otra parte, me parece que esta es una disposición absolutamente innecesaria que va a 
crear más problemas de los que va a resolver -que no va a ser ninguno-, salvo decir que se hizo algo y 
que es un Derecho Penal simbólico, un Derecho Penal pour la galerie y que queda una disposición que 
es un avance sobre el principio de la libertad, de un Derecho Penal mínimo y un Derecho Penal 
reservado para los casos graves que hagan insoportable la vida en común. Como alguien dijo en algún 
momento, si alguien pasa por un edificio y ve que los obreros de la construcción no están atados con 
correas de seguridad a los edificios, no compromete la vida comunitaria, eso debe ser sancionado con 
toda la severidad que se quiera por vía administrativa, civil, etcétera, pero no compromete la vida 
comunitaria. 


Respecto al artículo 2* y 3” -para no monopolizar la situación-, los conceptos de dolo y culpa 
no pueden estar en manos de la Administración porque es algo que va a definir el juez en la sentencia, 
luego de todo un proceso. El artículo 2”, expresa: “Constatado el dolo o la culpa”, ¿quién lo va a 
constatar? Constatado por el empleador, este dará cuenta a los funcionarios del Banco de Seguros del 
Estado, que darán cuenta a la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social, que dará cuenta al 
Juez en lo Penal. Nos parece que hablar de dolo y culpa en esas etapas tan iniciales y fuera del ámbito 
de la jurisdicción, no es competente. 


En lo que sí estoy de acuerdo -que me parece bien pero no para ponerlo en este tipo de 
norma-, es en la admisión de las víctimas en el proceso. Que el damnificado, el denunciante y el 
tercero responsable, tengan acceso al expediente y a ese tipo de cosas, me parece muy positivo. Creo 
que el denunciante y la víctima no tienen por qué estar ajenos al resultado, eso es parte de la 
expropiación del proceso penal por el proceso que se dio para salir del Derecho Privado, de la 
venganza y de los sistemas públicos de punición. Eso es en general lo que tengo que decir. En lo que 
refiere a las denuncias -en realidad son instancias-, al denunciante, sobre todo al damnificado y a las 
víctimas que quizás sea un mejor término porque es más comprensivo, dándoles participación en el 
proceso, me parece muy bueno para tenerlo en cuenta, pero como creo que sería mejor que este 
proyecto de ley no saliera, entiendo que es una muy buena idea para poner en otro contexto. 


Es todo lo que tenía para decir y quedo a disposición de los señores Senadores por cualquier 
consulta o pregunta que quieran realizar. 


SEÑOR AIRES.- Soy compañero de la Cátedra del profesor Langón, soy su ayudante en las dos 
universidades y, por tanto, quisiera repetir la idea que es común. Si bien es necesaria la prevención o, 
mejor dicho, medios de prevención eficaces para evitar esta alta cifra de accidentes laborales, no 
creemos que el Derecho Penal sea la herramienta adecuada o la sanción penal sea la solución para 
evitar este tipo de situaciones, ni siquiera, para prevenirlas. Pienso que más bien se deberían limitar al 
Derecho Laboral o al Derecho Administrativo Sancionatorio y no al Derecho Penal que es la última 
herramienta, la última ratio, para solucionar los conflictos. De hecho, desde 1934, desde la sanción de 
nuestro Código Penal, el homicidio culposo, doloso y ultraintencional, así como las lesiones en todos 
sus tipos tienen castigo y previsión legal. Han sucedido accidentes como mencionaba el profesor y lo 
manejó el Ministro Brenta en su comparecencia ante la Comisión, y se ponía como ejemplo el 
accidente del Hotel Juncal. Se decía que no era necesaria la modificación propuesta por el proyecto 
alternativo del Partido Colorado que pretende cambiar el sujeto activo, el empleador o el que tenga el 
poder de disposición. El proyecto de ley presentado por el Diputado Amado dice: “el que estando 
obligado”. El Ministro Brenta decía que, en realidad, no era necesaria la modificación porque como en 
el caso del Hotel Juncal se responsabilizó al arquitecto de la obra por el homicidio del trabajador que 
murió aplastado y no hubo ningún tipo de responsabilidad del empleador, entonces, es necesaria la 
modificación. A eso diría que, entonces, también es necesaria la tipificación que se pretende porque él 
está reconociendo que ese tipo de conductas delictivas que resulten en un homicidio o lesiones para el 
trabajador tienen previsto un delito y una pena específica y, de hecho, se aplica. 


Después está el problema que se plantea ante un delito de peligro. Como decía el maestro 
alemán Franz Von Liszt que decía que el peligro es un resultado que solo tiene importancia en relación 
con otro estado no sobrevenido, conocido pero no querido, que sería la muerte o lesión del trabajador. 
Estamos hablando de la probabilidad y ¿cuál es el margen o criterio de probabilidad para saber si 
realmente estamos o no ante un delito? Es muy difícil conocerlo y lo será más para el magistrado 
porque el funcionario que va a denunciar, sea del Banco de Seguros del Estado o del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, cumple con su obligación, pero el problema mayúsculo se le va a presentar 
al fiscal y al juez que tendrá que determinar si tal o cual conducta fue o no riesgosa y si fue la causa de 
una probabilidad de un daño que es lo que en realidad se va a juzgar. Por ejemplo, pensemos en una 
obra donde hubo una tormenta la noche anterior y se desprende un andamio o un cinturón de 
seguridad. Al otro día temprano llega el funcionario del Banco de Seguros del Estado o de la 
Inspección de Trabajo, ve ese cinturón de seguridad suelto a causa de la tormenta y dice que constata 
que hubo una omisión del empresario o de quien tiene el poder de disposición de la empresa y que va 
a poner el hecho en conocimiento de la justicia penal, pero por qué si fue un acontecimiento fortuito 
que no es imputable a nadie. Además, ¿hasta dónde el juez puede entender que ese andamio se 
desprendió la noche anterior con la tormenta o fue negligencia del empleador? Es una de las tantas 
cuestiones que se pueden objetar en cuanto al delito de peligro. Digamos que, en todo caso, no es la 
única conducta de peligro que se tendría que sancionar, porque a nadie le caben dudas de que 
conducir ebrio es una conducta riesgosa para todos los transeúntes y los que manejan otros vehículos. 
Sin embargo, no existe el delito de homicidio o de lesiones para el que maneje en estado de ebriedad; 
obviamente, se lo puede castigar si, a causa de conducir, provoca un resultado lesivo o la muerte de la 
persona. Pero con el criterio utilizado para este proyecto de ley también se debería crear el delito de 
conducir ebrio, no ya como falta -que está tipificado como tal- sino como delito propiamente dicho, lo 
que sería un disparate. 


En cuanto al sujeto activo, reitero, está la propuesta del Diputado Amado de cambiar la 
redacción -para no ser tan específicos y no estar tan direccionado, como se decía, hacia el empresario 
o el que tenga poder de control sobre la obra- y decir: “El que estando obligado”. También se podría 
plantear el problema respecto a quién es el que está obligado. De pronto, en obras privadas sería más 
fácil determinarlo, pero en las obras del Estado -no solo de los entes autónomos, sino también de los 
Ministerios-, quién no sabe que tienen gente trabajando. Entonces, ante la eventualidad de que se 
produzca un peligro -no ya de lesión o de homicidio- en alguna de las medidas de seguridad no 
tomadas, ¿a quién se va a responsabilizar? ¿Al Ministro, al Director General de Secretaría, al 
arquitecto de la obra, al Jefe de Arquitectura del Departamento correspondiente del Ministerio o a 
quién? No hay claridad en el asunto. 


Otra crítica que se hace al proyecto es la creación de la “ley penal en blanco”. O sea, para 
saber si se tomaron o no las medidas necesarias de seguridad hay que estar a las leyes o reglamentos 
que las disponen. Estaríamos violando el principio de legalidad consagrado en el artículo 1% de nuestro 
Código Penal, porque se hace un reglamento dictado por el Poder Ejecutivo que dispondría que tal o 
cual conducta fue negligente o una omisión que puso en peligro o en riesgo al trabajador. Esto tampoco 
es admisible para un Derecho Penal garantista como el nuestro. Quería remitirme a eso y a lo ya 
expuesto por el doctor Langón, que compartimos plenamente. 


En cuanto al artículo 2%, señalo que, de aprobarse el proyecto de ley, en realidad no 
implicaría un cambio tan importante como el del artículo 1% porque al establecerse la obligación de los 
funcionarios del Banco de Seguros del Estado o del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de poner 
en conocimiento de la Justicia Penal el hecho con la prensa edictiva, no se estaría creando un requisito 
de procedibilidad. En caso de que, por ejemplo, el Inspector del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social concurra a una obra, detecte una falta de seguridad en algunos elementos de los trabajadores y 
estime que no es imputable al empresario o al empleador, puede no denunciarlo. No obstante, el 
trabajador tiene la libertad de denunciarlo. O sea, no es un requisito de procedibilidad, por lo que no 
tiene mayores consecuencias. 


Me quiero referir especialmente -ya lo mencionó el profesor Langón- al artículo 3%, dejando 
constancia clara de la oposición rotunda al proyecto en general, pero si se quiere regular -sería una 
buena oportunidad para hacerlo- estaría bueno hacerlo con respecto al rol de la víctima. En el artículo 
3” se modifica el artículo 83 (Del denunciante) del Código del Proceso Penal, en cuyo inciso tercero se 
dice: “El damnificado, el denunciante y el tercero civilmente responsable (...)”. Es un concepto que no 
hay que confundir. De hecho, el artículo que se pretende modificar en el Código del Proceso Penal está 
inserto bajo el título “De las partes”. “Las partes” en el proceso penal son el Ministerio Público, el 
indagado -por su defensor- y el Juez. Es decir, no es el denunciante, el damnificado y menos aún el 
tercero civilmente responsable, esto es, sobre quien puede caer responsabilidad. 


Creo que esa redacción no es buena ni clara. Propondría cambiar esas tres menciones por el 
término “víctima”, que es lo más adecuado. Actualmente, en el Uruguay la única ley que prevé un rol 
como lo manda el Derecho Internacional y se establece en los ordenamientos de la víctima, es la Ley 

N?* 18.026, que prevé una participación activa de la víctima en ciertos delitos de casos de crímenes 
de lesa humanidad. Como decía, propondría cambiar la redacción del artículo 3” del proyecto de ley, en 
donde se dice: “Es denunciante toda persona que comunica al Juzgado competente la noticia de 
hechos que, a su juicio, constituyen delito”. En realidad, el 80 % de los delitos llegan a conocimiento de 
la justicia porque la persona se presentó en la policía y dio cuenta de ese hecho. Por tanto, lo hizo ante 
una autoridad administrativa y no judicial. No se puede delimitar el concepto de denunciante al que solo 
presenta la denuncia ante el juez competente. Como dije recién, la mayoría de las denuncias se 
presentan ante la policía y no en los juzgados. 


Entonces, si se llegara a aprobar el proyecto, sobre todo este artículo en particular -que 
considero que es positivo y sano para nuestro Derecho-, se podría decir lo siguiente: “Es denunciante 
toda persona que pone en conocimiento de la autoridad policial, judicial o respecto de quien tenga la 
obligación de dirigirse a esas autoridades una conducta que presume delictiva.” O sea, se denunciaría 
ante la policía, la justicia o una tercera autoridad -un hecho que esa autoridad tenga la obligación de 
poner en conocimiento a la justicia penal-, por ejemplo, la DGl. Esa sería la propuesta para el primer 
párrafo del artículo 3*. 


El segundo párrafo expresa: “La denuncia deberá ser presentada por escrito”. Ya arrancamos 
mal. Debe quedar claro que es para todo tipo de delito y no solo para este caso en particular. Por 
ejemplo, una persona que sufrió una violación, lesión o cualquier tipo de delito, con lo desagradable 
que ello involucra. A esta persona se le pone la carga de concurrir con un escrito narrando los hechos 
ante el juzgado competente. Es una fuerte carga emotiva y creo que no es lo adecuado para un 
sistema garantista como el nuestro. Por supuesto que la denuncia se debe hacer por escrito si es en el 
juzgado penal, pero si es en la policía -como establece actualmente la Ley de Procedimiento Policial-, 
debe ser por escrito o verbalmente, y luego esta pondrá en conocimiento del hecho a la justicia. De 
todas formas, la persona cuando llega al juzgado ratifica la denuncia y firma el escrito que allí le 
realizan. Por tanto, sobre esto no habría problemas. 


Entonces, para el segundo párrafo propondría la siguiente modificación: “La denuncia deberá 
ser presentada por escrito ante autoridades judiciales competentes en el que se relatarán los hechos y 
se agregarán los elementos de prueba que se dispongan. Y por escrito y con las mismas formalidades 
o verbalmente ante la autoridad policial correspondiente, la que deberá dar cuenta de inmediato al Juez 
de turno.” De esta manera se estaría en sintonía con lo que establece la Ley de Procedimiento Policial. 


El tercer párrafo de ese artículo expresa: “El damnificado, el denunciante y el tercero 
civilmente responsable tendrán acceso al expediente durante todo el presumario.” Debemos partir de la 
base de que nuestro sistema es democrático y garantista. Entonces, si para el indagado, que es la 
persona a la que se le deben dar las mayores garantías porque es la que puede ir presa, por razones 
fundadas se le puede privar del acceso al expediente en el presumario, cosa que lamentablemente es 
bastante común en los juzgados, sobre todo en el primer año del trámite de la diligencia de la reserva, 
cuánto más puede pasar para el tercero civilmente responsable. Ni que hablar del denunciante. Si el 
denunciante es la víctima, tiene acceso al expediente desde el inicio y puede proponer pruebas, pero si 
ese denunciante es una tercera persona ajena a la víctima -o cercana, pero no es la víctima 
propiamente  dicho-, no veo la razón o el fundamento para que esa persona tenga acceso al 
expediente en el presumario y no el indagado. O sea, no lo tiene quien se tiene que defender -no sabe 
de qué se va a defender-, pero lo tiene el tercero civilmente responsable. O lo tiene el denunciante que 
fue una persona equis que no es la víctima. 


Por tanto, la propuesta sería la siguiente: “La víctima o sus representantes legales así como 
toda persona indagada tendrá acceso al expediente de todo el desarrollo del presumario y podrán 
proponer el diligenciamiento de prueba, salvo” -y aquí está la aclaración- “que el magistrado por 
resolución fundada disponga mantener la reserva del expediente incluso del propio indagado.” ¿Por 
qué? El artículo 113 del Código del Proceso Penal establece que el indagado tiene acceso al 
expediente en el presumario, pero este es reservado. Entonces, el Juez, por razón fundada -por 
ejemplo, se puede frustrar una prueba-, puede reservar el expediente del presumario, incluso, del 
indagado. Personalmente creo que esto tiene dudosa constitucionalidad porque ¿quién se va a 
defender si no sabe de qué se defiende? Amén de eso, creo que lo correcto sería que todos, la víctima 
o su representante legal, como también el indagado -esto hay que dejarlo claro-, tengan acceso a todo 
el expediente en el presumario, salvo que el juez decida mantener la reserva por resolución fundada. 


Esto es cuanto quería señalar, a grandes rasgos, y quiero agregar que este artículo 32 me 
parece una buena oportunidad para otorgarle a la víctima un papel -un rol- que hoy no tiene, según 
nuestro Código del Proceso Penal. Dicho de otra manera, la víctima individualiza un delito pero, salvo 
que se lo llame como medio de prueba, no existe; ni siquiera sabe la suerte que corrió el supuesto 
culpable del delito. Eso es fundamental. 


El resto del proyecto de ley no lo comparto, por lo que expresé anteriormente. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Me gustaría saber si nuestros distinguidos invitados entienden que el artículo 1, 
tal como está redactado, abarca también a los jerarcas públicos. En realidad, me da la impresión de 
que cuando se expresa: “El empleador, o en su caso, quien ejerciendo efectivamente en su nombre el 
poder de dirección en la empresa”, se está suponiendo que existe una empresa y una relación laboral 
que se inscribe en ese marco. O sea, no distingue entre empresa pública y privada, pero claramente lo 
que no es empresa queda fuera de la previsión de esta disposición. 


En ese caso, si se produjera un accidente en el Palacio Legislativo, el jerarca respectivo no 
sería alcanzado por la norma de este artículo 1*. 


Quisiera conocer su opinión a este respecto. 


SEÑOR AIRES..- Entiendo que sí está alcanzado. ¿Por qué? Porque el Derecho Penal tiene conceptos 
propios que no son iguales a los del Derecho Civil. O sea, el concepto de empresa en Derecho Civil o 
en Derecho Comercial no es el mismo que se maneja en el Derecho Penal. 


En el caso de un empleo público, ¿quién es el empleador? Es la persona que tiene poder de 
decisión, la persona que contrata; en una palabra, la autoridad administrativa. En mi caso, trabajo 
como abogado de la Armada, por eso voy a poner el siguiente ejemplo. Supongamos que el día de 
mañana la Armada ejecuta una obra equis, como la construcción de un barco o lo que fuere, para lo 
que trabajan 20 tripulantes. No se toman medidas de seguridad y alguno de ellos tiene un accidente y 
fallece o se lesiona. En mi opinión, de acuerdo con este proyecto de ley, en el ejemplo que expuse 
habría que buscar quién es el empleador: podría ser el Ministro de Defensa Nacional, el Comandante 
en Jefe de la Armada o el Capitán que estaba a cargo. 


Esa es una de las interrogantes que se plantean, pero en realidad no se distingue entre 
empleador privado o público, porque expresa: “El empleador, o en su caso, quien ejerciendo 
efectivamente en su nombre el poder de dirección en la empresa”. Como dije antes, el concepto de 
empresa no es el mismo que se maneja en el Derecho Comercial -que refiere a determinada 
organización y funcionamiento-, sino que es un concepto amplio. Por ese motivo pienso que el 
empleador público también podría ser alcanzado por esta norma. 


SEÑOR LANGÓN.- No estoy muy seguro de compartir la opinión de mi distinguido colega. Entiendo 
que esa es una interpretación posible. 


Otra posible interpretación sería decir que el sujeto activo que rectora es el empleador. En ese 
sentido, podría avalar el planteo del doctor Aires. 


Pero la otra interpretación estricta, que sostiene que las empresas son aquellas actividades 
que, según la definición clásica, reúnen capital y trabajo a los efectos de lograr un beneficio económico, 
entraría la categoría de empresas públicas, pero no una organización de trabajo familiar, el Poder 
Legislativo o el Poder Judicial. Por ejemplo, puede darse el caso de que la Suprema Corte de Justicia 
mande pintar el edificio y un empleado se caiga desde una altura importante, pero este organismo no 
puede tomarse como una empresa. En realidad, eso iría contra el principio de igualdad, porque habría 
empresarios presuntamente criminalizables y otros no, y correlativamente habría un grupo de 
trabajadores amparados y otro que no tendría amparo. 


Me parece que es un elemento a solucionar porque, si bien el Derecho Penal tiene 
autonomía preceptística, la regla general es que a los términos se les da el sentido natural y obvio y el 
sentido que tienen en su propio campo de actuación. Esto como regla general. 


Ahora bien, admitiendo la posibilidad de dos interpretaciones, cualquiera de las dos es mala: 
una, porque es tremendamente abarcativa y supone otorgarle un concepto extensivo y, la otra, porque 
es restrictiva, característica del Derecho Penal que se basa en el principio de legalidad, taxatividad y 
demás, que sería violatoria del principio de igualdad, sin demasiadas razones para dejar a unos 
obreros adentro y a otros fuera de la protección. 


SEÑOR SPANGENBERG.- Comparto lo que dice el profesor Langón en cuanto a que el término 
“empleador” debe interpretarse en un sentido armónico, con la referencia que se hace a continuación 
con “la dirección de la empresa”. Ambas expresiones -en el sentido natural y obvio que refería el 
profesor Langón- no incluirían, en primera instancia, a aquellas empresas públicas, fundamentalmente, 
ministerios o servicios públicos que no pueden considerarse como una organización de capital y trabajo 
para obtener un beneficio económico. Incluso, ante la duda, el Derecho Penal nos obliga a interpretar 
en sentido estricto o restrictivo la figura, con lo cual quedarían por fuera. De todos modos, el hecho de 
que entre los tres haya estas disímiles posiciones evidencia a las claras que no está lo suficientemente 
delimitado el término y que hasta una discusión más ardua puede darse el día de mañana en la 
práctica judicial. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero aludir a algo que formó parte del debate de una sesión anterior, de la que 
creo que ustedes han tenido acceso a la versión taquigráfica. Lo mismo pasa con el tema de la familia 
que contrata a un electricista o a un pintor para realizar una obra puntual. ¿Surgirían dudas de la 
misma naturaleza que respecto al Estado? 


SEÑOR AIRES.- En realidad, son empleadores. También se habla del que tiene poder de decisión. 
Tengamos en cuenta que la “o” es un término disyuntivo. Si se trata del empleador podría ser el jefe de 
familia que le pidió al hijo o a otra persona que pintara, o podría ser en una empresa pública. 


SEÑOR SPANGENBERG.- Agradezco la invitación de la Comisión y, como siempre, es un honor estar 
aquí. 


En nombre de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica quiero dejar en claro que nos 
anima el mismo espíritu que a este Cuerpo con relación a este enorme problema de la siniestralidad 
laboral, fundamentalmente en atención a esa dimensión social y laboral de la persona. 


A grandes rasgos comparto la mayoría de las cuestiones que han referido los Profesores que 
me precedieron. En efecto, en una sociedad democrática el Derecho Penal exige que previamente se 
hayan agotado o demostrado como ineficaces otras esferas del orden jurídico que son menos intensas. 
Tal como refiere un profesor español, el doctor Lascuraín, no puede permitirse que el Derecho Penal se 
convierta en el guardián de todos los otros Derechos. De algún modo, una expansión irracional o 
inmoderada de la sanción penal nos lleva a tener ese guardaespaldas permanente, con lo cual caemos 
en un lugar común de decir que se debe penar lo necesario y normalmente esto quiere decir penar 
poco y bien. Después veremos algunas consideraciones respecto a qué nos referimos con esto. Sin 
embargo, no sólo desde la legitimidad sino desde el punto de vista de la eficacia de la norma -y más 
allá del controvertido mensaje simbólico que puede tener la aprobación de esta iniciativa- todos 
sabemos que la anhelada eficacia del Derecho Penal es una falsa ilusión; no soluciona los conflictos 
sociales, es dudoso o por lo menos no está basado en ningún dato empírico que vaya a disminuir 
efectivamente las lesiones o las muertes, y mucho menos las puestas en peligro de la salud de los 
trabajadores. Pero además hay que tener en cuenta que por la intensidad de las sanciones que impone 
el Derecho Penal, el derrotero del proceso penal es extremadamente largo y sacrificado. En 
consecuencia, es poco eficaz como mensaje simbólico. Cada proceso penal, insume años de 
tramitación. Incluso como mensaje, puede ser contraproducente en la medida en que otras esferas de 
actuación menos invasivas podrían verse tentadas a descansar en la respuesta penal que se le 
acuerde a una situación. 


De todos modos, eso no quiere decir, por supuesto, que el Derecho Penal no tenga nada 
para aportar en la materia. En los hechos, en el Derecho Comparado uno advierte que son múltiples 
las legislaciones que han incorporado figuras de esta especie, con idas y vueltas, con modificaciones, 
intentando mejorar los problemas que surgían en la aplicación práctica. También, quizás sea 
conveniente tomar como referencia algunas legislaciones de países cercanos, por lo menos 
culturalmente, a los efectos de no caer en los mismos tropiezos que ellos tuvieron que vivir. Así, puede 
ser el caso de España -que tuvo idas y vueltas en esta materia- e, incluso, el de Alemania, que creo 
que plantea alguna cuestión relevante. 


Entonces, más allá del tema del delito de peligro -todos somos conscientes de que se trata 
de un delito de peligro concreto y que a los penalistas no nos gustan los delitos de peligro; eso es 
claro-, también hoy la moderna doctrina alemana entiende que los delitos de peligro concreto son algo 
parecido a los delitos de resultado, en la medida en que la concreción del peligro nos está hablando de 
un resultado concreto. Es aquel ejemplo del automovilista que, en la curva cerrada, cruza la línea de 
circulación. Ahora bien, si cruzó la línea de circulación, pero no venía ningún automóvil del otro lado, no 
habrá puesto en peligro concreto a nadie. Sancionar esa conducta a nivel penal sería castigar con la 
intensidad del reproche penal a una mera desobediencia formal de la norma. Sin embargo, si 
efectivamente realizó la misma maniobra y venía otra persona que milagrosamente logró salvarse, 
muchas de las legislaciones comparadas entienden que esa conducta debe ser merecedora de 
reproche penal. Es así que en otros países existe -vinculado un poco a lo que decía el profesor Aires- 
el delito de conducción temeraria u otras figuras afines. 


Ahora quisiera abordar en detalle algunas cuestiones que son eminentemente prácticas al 
respecto. La primera refiere a la consulta que planteaba el señor Senador Pasquet: quién responde en 
el caso de esta figura delictiva. En lo personal, se me generan muchas dudas -y aquí engarzo el tema 
con lo que planteaba el señor Senador Gallinal- en referencia con lo que ocurre, por ejemplo, en una 
casa de familia. Concretamente, a la empleada doméstica que está trabajando en el departamento, se 


le hace limpiar los vidrios en un décimo piso sin contar con ningún elemento de seguridad. Quizás por 
mi afán defensista, me genera dudas que esa ama de casa esté comprendida en la noción de 
empleador por la referencia a la dirección de la empresa que se hace a continuación. No me queda 
claro que las expresiones “empleador” y “o en su caso, quien ejerciere la dirección de la empresa” 
estén desvinculadas. Pero en todo caso, en un ejemplo todavía más concreto, podría hablarse de que 
no sería un empleador quien le pide a alguien una mano de obra benévola para que lo ayude a limpiar, 
a pintar, etcétera. En principio, parecería que esas situaciones quedan por fuera. Los señores 
Senadores expresarán su deseo de que queden por fuera o por dentro, de modo que se trata de una 
decisión eminentemente política. Pero ese es un tema a tomar en consideración. 


Un segundo problema interpretativo surge de la expresión “o en su caso”, pues parecería 
excluir al empleador en el caso de que hubiera otra persona, además, que ejerciera la dirección de la 
empresa. La “o” que claramente es disyuntiva puede interpretarse razonablemente que elimina la 
posibilidad de reprochar a los dos. 


Esto ha sido muy discutido a nivel de Derecho Comparado, sobre todo en la responsabilidad 
de cargos medios, pero técnicos en materia de seguridad. Es decir, si yo contrato a un técnico 
prevencionista para realizar esa tarea en la empresa y, además, contrato a un auditor interno de 
seguridad y a un auditor externo de seguridad, ¿si esas personas responden, yo no respondo? ¿0 si 
responde el empleador, esas personas no responden? A mi juicio, no es tan fácil entender que el 
empleador queda desvinculado tan ligeramente de la situación en los hechos porque es el empleador 
quien escoge quién será el técnico prevencionista. Es el empleador quien escoge cuál es la formación 
adecuada que le va a exigir a un auditor interno para ponerlo a cargo de la Dirección de la empresa en 
esta materia. Es quien deberá controlar si efectivamente el técnico prevencionista, el auditor interno en 
materia de seguridad o el encargado de seguridad cumplen o no con su función, si van a trabajar o no. 
Es decir, en relación a este punto, se plantean muchas interrogantes. 


A la vez, esta expresión podría emplearse para hacer responsables a personas que no tenían 
lo que denominamos en Derecho Penal “el dominio efectivo del hecho”. Esto es, yo puedo tener el 
poder de dirección de una empresa siendo Gerente General, pero no tengo el dominio del hecho de las 
cuestiones atinentes a la seguridad laboral en determinada obra en la que está destinado el capataz de 
la obra, el técnico prevencionista, el director de la obra, y yo soy el gerente general de la obra, soy el 
que tengo la dirección de la empresa. Entonces, quizás sea conveniente afinar un poco los términos 
empleados. 


Un segundo grupo de cuestiones se plantea con el verbo nuclear escogido. 


Personalmente, me resulta excesivamente ambiguo el término “adoptar”, particularmente en la 
acepción dada por el diccionario de la Real Academia Española, aunque entiendo que la más 
apropiada es la tercera que dice: “tomar resoluciones o acuerdos con previo examen o deliberación”, 
porque las otras son, “adoptar un niño” o “adoptar una doctrina de otro” “o recibir de otro”, es decir, son 
receptivos, salvo este. 


Yendo a los problemas que concretamente pueden plantearse en relación a este punto, cabe 
preguntarse si el empleador cumple con la norma poniendo a disposición los cascos para los 
trabajadores o si por el contrario debe controlar que efectivamente los obreros los usen durante el 
desempeño de sus tareas. Cualquiera de las dos interpretaciones podría resultar acogida por el verbo 
adoptar, con lo cual creo que primero debería resolverse qué se quiere punir y luego escoger la voz 
más adecuada en el idioma a los efectos de contemplar una hipótesis u otra. Entiendo que si alcanza 
con ponerlos a disposición, el verbo más adecuado parecería ser “facilitar” o incluso podría emplearse 
la expresión “poner a disposición”. En caso contrario, si fuera preferible o si quisiera que quedara 
tipificada la conducta de quien no controla, debería expresarse algo así como “quien no facilitare o 
controlare el cumplimiento” o alguna expresión similar. Entiendo que esta es una zona gris 
interpretativa que puede dar lugar a equívocos que no son deseables porque, insisto, esto puede ser 
trasladado al ámbito judicial donde habrá jueces que entiendan que alcanzaba con poner a disposición 
los cascos, y en cambio otros Jueces pueden pensar todo lo contrario al empleador que pensaba que 
estaba haciendo las cosas como debía hacerlo, y no alcanzaba con eso. Eso me parece relevante. 


Otro punto que en los hechos en España ha provocado múltiples problemas es el del alcance 
de la obligación. En efecto, buena parte de las medidas de prevención en materia de accidentes 
laborales no reside en el suministro de objetos materiales, que pareciera ser a donde apunta la 
adopción de medidas de recaudo, sino más bien en medidas de educación del trabajador, en el diseño 
de políticas de seguridad, en la determinación de las condiciones temporales de la prestación de la 
tarea, etcétera. Entonces, para evitar equívocos aquí también podría establecerse en la norma, “no 
adoptaren los medios y las condiciones” o “no adoptaren los medios y condiciones”. Por ejemplo, 
obligar a un trabajador o exigirle un doble turno que por el escaso tiempo de descanso lo pone en 
riesgo, quedaría por fuera con la redacción actual. Sin embargo, parece que, al mismo tiempo, se trata 
de un tema de política de seguridad de la empresa. 


No quisiera pasar por alto el tema de la remisión normativa del artículo 1%, señalando que se 
trata de un problema que tienen todas las legislaciones modernas que se ocupan de esta materia. Es 
decir, todas las legislaciones a nivel de Derecho Comparado que formulan o tipifican un delito de 
peligro en materia de seguridad laboral tienen este problema de la remisión normativa a fuentes que no 
son estrictamente legales. Por ejemplo, en el caso de Alemania, se llega a la remisión a normas que se 
desprenden de manuales técnicos privados. Claro que la seriedad de las industrias alemanas hace que 
sean conocidos por todos los operadores del sistema. Esto quiere decir que se juntan los industriales 
de una misma rama de actividad y sus profesionales formulan determinados planes de seguridad y 
modos de actuación técnicos que pasan a ser obligatorios como modo de autorregularse en la materia. 
Este es un escollo importante y hay una remisión, con lo cual hay una norma en blanco y, diría, una 
norma parcialmente en blanco, porque buena parte de la misma está delimitada. Se corre el riesgo de 
que el mandato de determinación que impone el artículo 10 de la Constitución de la República no se 
cumpla a rajatabla, pero de todos modos, hay que tener en cuenta que existen otras normas en nuestro 
Derecho que remiten a normas de inferior jerarquía, como es el caso del delito de contrabando. Nadie 
ha dicho que el delito de contrabando sea inconstitucional, pero está claro que ni siquiera establece la 
pena aplicable, porque remite a la pena del hurto. 


Entonces, desde ese punto de vista creo que hay que afinar en esta materia, porque cuando 
uno observa las soluciones del Derecho Comparado, no alcanza con mirar cuál es la solución penal, 
sino que también hay que ver cómo están previstas las obligaciones laborales a nivel del Derecho 
Laboral o Administrativo. Por ejemplo, en Alemania existe un Código del Trabajo y, tal vez, aquí esté 
faltando la delimitación previa de todas las obligaciones en materia de seguridad, de manera que ya no 
estén tan dispersas. Evidentemente, va a ser imposible mantenerlas dentro de un código, porque las 
especialidades de cada una de las áreas conspiran con el hecho de que puedan tener rango legal. De 
ahí que también se justifica, de algún modo, esa remisión normativa que no se hace per sé, sino 
porque no hay forma de hacerlo de otra manera. 


El artículo 22 no merece mayores comentarios, puesto que a mi juicio de algún modo ya está 
cubierto por el artículo 177 del Código Penal que establece el delito de la omisión de los funcionarios 
públicos al denunciar delitos. 


Con respecto al artículo 3, comparto plenamente lo manifestado acá por los otros 
profesores, en el sentido de que es hora de que la gran olvidada del proceso que es la víctima, tenga 
participación en el mismo. Es decir que una vez que le expropiamos el conflicto nos hemos olvidado de 
que, al fin y al cabo, se trata de la persona que ha sido rapiñada, violada. Es claro, por supuesto, que 
el artículo 3% proyectado resulta aplicable, no sólo al delito previsto en el artículo 1% del proyecto de ley, 
sino a todos los delitos del Código Penal. De todos modos, quiero hacer dos aclaraciones. En primer 
lugar, parecería conveniente que esta norma se armonizara con el conjunto que está siendo estudiado 
en la Cámara de Representantes por el proyecto de ley de reforma del Código del Proceso Penal que 
establece, además, una buena regulación del estatuto de la víctima. En segundo término, está el tema 
de las normas que se derogan porque, en realidad, no se está modificando solamente el artículo 83, 
pese a que se dice:”Modifícase el artículo 83”. En realidad, si se analiza, se advierte, a primera vista, 
que se están modificando los artículos 80, 81, 82, 105 y siguientes del Código del Proceso Penal, con 
lo cual, quedaría demasiado circunscripto. 


Quedo a las órdenes para cualquier consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como el doctor Langón debe retirarse, le agradecemos en nombre de la 
Comisión por las apreciaciones realizadas. 


SEÑOR LANGÓN.- Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo consultas, agradecemos a los doctores Spangenberg y Aires por 
la opinión que nos brindaron acerca del proyecto de ley a estudio. 


(Se retiran de Sala los doctores Langón y Aires, representantes de la Universidad de la 
República y de la Universidad de Montevideo y el doctor Spangenberg, representante de la Universidad 
Católica del Uruguay.) 


-Corresponde decidir cómo se va a seguir tratando el tema. 


Informo a los señores Senadores que había quedado pendiente la comparecencia del PIT - 
CNT, que no había podido concurrir. 


SEÑOR DA ROSA.- No sé si ya se había planteado, pero me parece que sería importante escuchar la 
opinión del Ministerio de Trabajo y Seguridad social y de la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social. 


SEÑOR PASQUET.- Ya vino el Ministerio, señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Me gustaría, en particular, escuchar la opinión de la Inspección General del 
Trabajo, para conocer, concretamente qué información tienen registrada en materia de accidentes. Me 
parece que es un elemento interesante para analizar a la luz de lo que consagra el proyecto de ley, sin 
perjuicio de lo que haya expresado el Ministro, en representación del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PASQUET.- Apoyo lo planteado por el señor Senador Da Rosa en el sentido de que me parece 
indispensable la comparecencia de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social para 
ilustrarnos, no sobre los aspectos técnico-jurídicos, sino acerca de la materia a la que el proyecto se 
refiere. En lo personal, tengo especial interés en la comparecencia de la Inspección. 


Además, creo que es ineludible la consulta al Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo. Es un Consejo creado por el Decreto N* 83/96, al que luego el Decreto N* 291 de 2007 
constituye en órgano de alzada de lo que pueden establecer las Comisiones tripartitas sectoriales que 
van a actuar en materia de seguridad laboral. Este Decreto N* 291 de 2007 establece los derechos, 
principios y obligaciones de trabajadores y empleadores en el marco del Convenio Internacional del 
Trabajo N* 155, ratificado por la Ley N* 15.965, que refiere a esta materia que estamos considerando. 
Creo que teniendo en cuenta estas normas hay que ir a la consulta de este Consejo Nacional de 
Seguridad y Salud en el Trabajo, cuya competencia tiene que ver directamente con la materia que nos 
ocupa. Por lo tanto, me parece que es importante recibir a los representantes de este Consejo antes de 
entrar a debatir el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta propuesta es para este proyecto de ley. 


Por otro lado, durante la presencia de los trabajadores del diario " El Heraldo" de Florida 
tomé algunos apuntes. Ellos manifestaron que la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad 
Social va a constatar este tema de la edición y la imprenta del diario, que es una cuestión central en la 
discusión sobre el laudo. De pronto podríamos aprovechar la oportunidad, porque ellos dijeron que ese 
día iba a concurrir la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, para tener algún 
elemento adicional sobre la temática. 


SEÑOR PASQUET.- Conversando informalmente antes del comienzo de la sesión, un integrante de la 
Bancada de Gobierno me comentó que el tiempo es un factor a tener muy en cuenta en el trámite de 


este asunto relativo a la responsabilidad penal del empleador por accidentes laborales. Habría urgencia 
por parte de la Bancada oficialista en tratar este proyecto de ley. Creo que eso condiciona el trabajo de 
la Comisión. Si vamos a trabajar con ciertos plazos -no sé cuáles maneja el oficialismo-, y como tantas 
otras veces contra reloj, creo que no podemos desviar la atención a la consideración de otros temas. 
Es tan importante y delicado este asunto, que creo que nos va a faltar tiempo para estudiarlo como se 
debe. Eso inexorablemente resta también al tiempo que disponemos para considerar otros temas. 
Ahora, si hay ánimo para tratar esto con amplitud, sin limitaciones de tiempo, entonces sí desaparece 
la restricción y podemos, por ejemplo, citar al señor Riva de “El Heraldo”, escuchar todas las voces, al 
inspector que haya ido o no a Florida, en fin, podemos ampliar la instrucción del asunto. Pero eso va a 
depender del trámite que se le piensa dar al proyecto sobre responsabilidad penal por accidentes 
laborales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No cabe duda de que la prioridad en el trabajo de la Comisión la tiene el 
proyecto sobre accidentes laborales. Yo manifesté una oportunidad en la cual podíamos adelantar 
alguna parte de esa temática, pero sin duda el tema prioritario es el proyecto sobre responsabilidad 
penal por accidentes laborales. 


SEÑOR LORIER.- Sin duda pienso que es algo que tiene prioridad y si necesitáramos agregar alguna 
sesión extraordinaria, deberíamos considerarlo; esta es una sesión extraordinaria. Me parece que 
deberíamos planificar el trabajo. Todavía no tenemos todo el panorama de delegaciones que van a 
venir, porque hoy se sumó otra que no estaba prevista, que es la Inspección General del Trabajo y de 
la Seguridad Social. Vino el Ministerio representado por el señor Ministro y el Subsecretario, y en ese 
momento podíamos haber contado con la presencia de representantes de dicha Inspección, pero no 
fue así. Ahora está planteada su concurrencia y se incorpora a la agenda. 


Reitero que deberíamos contar con un panorama general de la asistencia de delegaciones, 
porque eso nos va a dar una idea de los plazos. Por supuesto que hay que tener flexibilidad y nadie 
está cerrando la posibilidad de que vengan más delegaciones, pero tenemos una idea de quienes 
fueron a la otra Comisión y de los que pueden venir a esta. De esa forma vamos a tener idea de lo que 
nos puede llevar ese tipo de audiencias en el seno de la Comisión y de las sesiones que vamos a tener 
que planificar. 


Lo que pretendo es planificar el trabajo de la Comisión, como han hecho en la Comisión de 
Constitución y Legislación donde, a veces, se ha trabajado en doble horario y con sesiones 
consecutivas. Creo que de ser necesario también deberíamos hacerlo aquí, porque se trata de un 
proyecto de ley de carácter prioritario y aspiramos a que sea aprobado en este año. Eso no quita que 
ante casos excepcionales, como el que ocurrió aquí, podamos proponer  -porque es algo equitativo- 
que también concurra el dueño de El Heraldo, a los efectos de dar su versión de los hechos. Creo que 
debería tener un espacio en la Comisión. 


SEÑOR PASQUET.- De acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR LORIER.- Si el día de mañana también interviene el Ministerio, que nos dé su opinión. Como 
dijo el señor Presidente, ha habido intentos frustrados de intervención, por lo que hay que brindar esa 
posibilidad, pero tendríamos que informarlos previamente para que cuando nos visite la delegación 
vengan preparados para la ocasión. Si les proporcionamos la información de antemano, quizá el 
Director Nacional vendrá munido de ella. 


Creo que tenemos que dar oportunidad a todos los actores para que vengan y planteen las 
cosas, sea cual fuere su posición. Aquí ya está planteado un tema y hay que continuar con su análisis, 
pero creo que lo esencial es la planificación; de lo contrario, no vamos a poder llegar a tiempo con el 
Periodo Legislativo 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos quedan dos sesiones en diciembre -los días 5 y 12-, previas a las últimas 
sesiones ordinarias del Senado. En la próxima reunión, que será el 5 de diciembre, ya deberíamos 
terminar con todas las audiencias que estamos solicitando, es decir, con la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social, el Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo. Como 


también la Cámara Uruguaya de Turismo y la Cámara de Transporte del Uruguay nos han solicitado 
audiencia, creo que deberíamos citarlas en la misma ocasión. 


Tendríamos que ver si terminamos con las audiencias y con la Cámara de Transporte del 
Uruguay, que también están pidiendo audiencia por el tema del proyecto de ley de responsabilidad 
penal del empleador que, justamente, es el que estamos tratando. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: primero, quiero decir que sé que hay otras delegaciones que 
van a venir para hablar de este proyecto de ley porque concurrieron a verme y me dijeron que iban a 
pedir audiencia, por lo que me sorprende que todavía no hayan presentado la solicitud. Creo que los 
representantes de las Cámaras piensan concurrir todos juntos en una delegación para hablar del tema. 


Segundo: me parece que lo más importante aquí es saber qué voluntad tiene el Gobierno a 
este respecto, es decir, si quiere aprobar el proyecto de ley, tal como viene, este año. Los plazos 
dependen, como dije, de la voluntad del Gobierno, de la Bancada oficialista, y no de otra cosa; así 
hemos actuado durante todo este tiempo. En lo personal, preferiría actuar de otra manera, pero esa es 
la realidad. 


A esto le agrego algo que supongo que para los señores Senadores oficialistas no es 
novedad y que lo han de saber mejor que yo: hay otro proyecto de ley que, según tengo entendido, lo 
quieren aprobar antes de fin de año y que yo quiero discutir. Estoy hablando del proyecto de ley relativo 
a las facilidades del Banco de Previsión Social, que está en esta Comisión. 


Se informa por Secretaría que aún no está ese proyecto de ley, por lo que pido que se haga 
ahora la consulta correspondiente porque me dijeron que había venido a esta Comisión. El proyecto de 
ley fue aprobado en la Cámara de Representantes y creo que ya ingresó al Senado pero, repito, creo 
que sería conveniente hacer la consulta a la Secretaría de la Cámara para saber a qué Comisión se 
destinó. De repente, fue para la de Hacienda, pero me han informado que fue enviada a esta Comisión. 


Como dije, el proyecto de ley se llama “Facilidades del Banco de Previsión Social” y en la 
reunión de coordinación que mantuvimos el lunes, el Gobierno manifestó su interés en aprobarlo 
cuanto antes. Se trata de un proyecto complicado porque establece una suerte de refinanciación - 
aunque no lo quieren llamar así- a los contribuyentes del Banco de Previsión Social, pero no a todos; 
este es el primer problema. 


Allí se interpreta qué efectos tiene la prescripción para el Banco de Previsión Social, lo que 
va a representar todo un tema. 


Por otra parte, hoy hay un problema serio con los cuadros de fútbol en materia de aportes 
porque es posible que haya delitos en el medio y, entonces, eso también está urgiendo la necesidad de 
aprobar alguna norma en ese sentido. 


También por este tema recibí delegaciones y, repito, el lunes en la reunión de coordinación se 
estableció, por parte del Gobierno, que esa era una de sus prioridades antes de terminar el año con lo 
cual, si tenemos que tomar posición sobre las pensiones graciables y no sé si alguna otra cosa más, 
me parece que sería bueno que se hicieran consultas a nivel de las bancadas porque eso nos 
permitiría tener una orientación. 


Hicimos la consulta a nivel de la coordinación y se supone que el lunes próximo se nos va a 
entregar una lista de los proyectos de ley que el Gobierno tiene intención de sacar adelante para que, 
por lo menos, los podamos estudiar. 


Esto lo planteo porque, además, algunas sesiones del Senado ya tienen temas fijados. 


Si este proyecto de las facilidades del BPS está en esta Comisión -como se me informó por 
parte del Secretario-, hay que tener en cuenta que es un tema por el que, seguramente, van a venir las 


autoridades del Banco de Previsión Social y, además, los que están excluidos del proyecto. 


SEÑOR PASQUET.- Pido que se considere la posibilidad de que la sesión de la semana próxima 
comience a la hora 14, visto que vamos a recibir a tres delegaciones. Tengo un problema particular 
porque la Comisión de Asuntos Internacionales, que presido, empieza a las 17 horas, por lo que se 
crea una complicación. En consecuencia, pido, en la medida de lo posible, que los señores Senadores 
tengan a bien considerar esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente. 


Por otra parte, vamos a recibir las audiencias con respecto al proyecto de ley sobre 
accidentes laborales, de tal forma de que estemos en condiciones de discutirlo y votarlo. 


A su vez, ha ingresado el proyecto de ley de Micro y Pequeñas Empresas. Asociaciones 
Civiles sin fines de lucro. Instituciones Deportivas. Extensión de los regímenes de facilidades, que ya 
fue aprobado en la Cámara de Representantes. Este proyecto de ley debería ser considerado en la 
sesión del día 12 de diciembre, si pretendemos discutir y votar las audiencias para tratar el tema 
Accidentes Laborales el día 5 de diciembre. 


También deberíamos decidir en qué régimen de trabajo lo vamos a tratar porque hoy no le 
puedo decir al señor Senador Gallinal en qué consiste el proyecto de ley que planteó, porque no lo he 
estudiado. 


SEÑOR GALLINAL.- El 12 de diciembre van a faltar tres días para el cierre del período parlamentario. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No tenemos más tiempo. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 28 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


